
 
 
 
 
 
 
ESTUDIO DEL MERCADO Y ANALISIS DEL SECTOR QUE SOPORTA EL PROCESO DE CONTRATACIÓN BAJO 

LA MODALIDAD DE SELECCIÓN DE MÍNIMA CUANTÍA CUYO OBJETO ES: “SUMINISTRO DE COMBUSTIBLE 

PARA ATENDER LAS NECESIDADES DE MOVILIDAD, OPERACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL PARQUE 

AUTOMOTOR TERRESTRE DEL MUNICIPIO DE ARJONA, BOLÍVAR, REQUERIDO PARA EL DESARROLLO DE 

ACTIVIDADES ADMINISTRATIVAS, TECNICAS Y OPERATIVAS DE SUS DEPENDENCIAS ADMINISTRATIVAS”. 

En cumplimiento con lo establecido en el Art. 2.2.1.1.1.6.1 del decreto 1082 de 2015, y teniendo 

como punto de referencia la guía de elaboración de estudios de sector GEES- Versión 3 del 2025, 

publicada en la página de Colombia compra eficiente y materializar los principios de planeación, 

responsabilidad, y transparencia, el MUNICIPIO DE ARJONA, realiza el estudio de sector al proceso 

de contratación bajo la modalidad de selección de mínima cuantía, que tendrá como objeto el 

“SUMINISTRO DE COMBUSTIBLE PARA ATENDER LAS NECESIDADES DE MOVILIDAD, OPERACIÓN Y 

FUNCIONAMIENTO DEL PARQUE AUTOMOTOR TERRESTRE DEL MUNICIPIO DE ARJONA, BOLÍVAR, 

REQUERIDO PARA EL DESARROLLO DE ACTIVIDADES ADMINISTRATIVAS, TECNICAS Y OPERATIVAS DE SUS 

DEPENDENCIAS ADMINISTRATIVAS”.  

 

A la luz de lo consignado en la guía de elaboración de estudios de sector GEES- Versión 2, la 

estructura de los estudios del sector, deberán comprender las siguientes áreas: 1) Aspectos 

generales del Mercado; 2) Comportamiento del Gasto Histórico o estudio de la demanda; 3) Estudio 

de la oferta; 4) Estudio del mercado.  

 

Aplicando el Modelo de Abastecimiento Estratégico adoptado por la Agencia Nacional de 

Contratación Pública Colombia Compra Eficiente, el Municipio de Arjona, procederá a abordar las 

condiciones generales del mercado, el análisis del escenario del sector relacionado con el bien, 

obra o servicio, relevante en el presento procesos de contratación. 

  

1. ANTECEDENTES:  

 

Conforme a lo establecido en el artículo 2° de la Constitución Política de Colombia son fines 

esenciales del Estado servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 

efectividad de los principios derechos y deberes consagrados en la Constitución Política de 

Colombia. 

 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 311 establece como entidad fundamental 

de la división político-administrativa del Estado al Municipio, al cual le corresponde prestar los 

servicios públicos que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local, 

ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento 

social y cultural de sus habitantes y las demás que le sean asignadas por el ordenamiento 

jurídico. 

 

De conformidad con el artículo 315 de la citada Carta Superior, corresponde a los alcaldes 

municipales cumplir y hacer cumplir la Constitución y la Ley, norma que igualmente es 

consagrada en el Artículo 91 de la Ley 136 de 1994, modificada por el artículo 29 de la Ley 

1551 de 2012, así como dirigir la acción administrativa del municipio, asegurar el cumplimiento 

de las funciones y la prestación de los servicios a su cargo. 

 

La Secretaría General y de Gobierno municipal de Arjona, Bolívar, mediante oficio E-2026-

05722, allegó solicitud tendiente a obtener información y gestionar el suministro de 

combustible requerido para atender las necesidades de movilidad, operación y 

funcionamiento del parque automotor terrestre del municipio requerido para el desarrollo de 

las actividades operativas de la Administración Municipal, toda vez que se han presentado 

incrementos en los requerimientos de desplazamiento y en la operación de los vehículos y 

motocicletas institucionales; dicho incremento se explica, entre otros aspectos, por la 

atención de emergencias asociadas al denominado fenómeno de “El Niño”, situación que ha 

generado mayores necesidades de movilidad del personal operativo y de las dependencias 

encargadas de la gestión del riesgo, la atención de emergencias y la prestación del servicio 

a la comunidad y consecuentemente el aumento de la utilización de los vehículos en los que 

se moviliza el personal y así mismo, en el hecho de que la Administración Municipal asumió de 

manera directa la administración y manejo del servicio de tránsito municipal, lo que implica la 

necesidad de garantizar el abastecimiento de combustible para las motocicletas utilizadas 

por el personal encargado de las actividades de tránsito, control, inspección y 

acompañamiento operativo en el territorio municipal. 

 

De igual forma, la Jefatura del Cuerpo Oficial de Bomberos, mediante oficio E-2026-05720, 

solicitó gestionar el suministro de combustible para su flota vehicular, con el fin de asegurar la 

disponibilidad operativa de los vehículos destinados a la atención de emergencias, 

prevención, control de incendios, rescates y demás actividades propias de su función. 

Adicionalmente, se tiene previsto que, a finales del mes de noviembre de 2026, ingrese al 

municipio un tercer vehículo automotor terrestre de socorro, lo cual aumentará la demanda de 

combustible y hace necesario prever el abastecimiento oportuno del recurso. 

 



 
 
 
 
 
 

Conforme el ordenamiento jurídico constitucional y legal vigente en Colombia, al municipio 

como entidad fundamental de la división publica- administrativa del estado le corresponde 

prestar los servicios públicos que determinen la ley, construir las obras que demande el progreso 

local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el 

mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir con las demás funciones que le 

asignen la constitución y las leyes. Para este caso el municipio de Arjona, Bolívar ha tenido la 

necesidad de garantizar el buen funcionamiento del parque automotor municipal y para que 

esto se desarrolle de la mejor manera es de vital importancia contratar el suministro de 

combustible. 

 

La Contratación propuesta se encuentra incluida dentro en el Plan Anual de Adquisiciones de 

bienes, obras y servicios del Municipio de Arjona, Bolívar, de la vigencia 2026.  

 

De acuerdo con la exposición precedente, el municipio de Arjona, Bolívar considera oportuno y 

conveniente llevar a cabo un proceso de contratación orientado a seleccionar un contratista que 

ejecute el contrato cuyo objeto es: “SUMINISTRO DE COMBUSTIBLE PARA ATENDER LAS NECESIDADES 

DE MOVILIDAD, OPERACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL PARQUE AUTOMOTOR TERRESTRE DEL MUNICIPIO 

DE ARJONA, BOLÍVAR, REQUERIDO PARA EL DESARROLLO DE ACTIVIDADES ADMINISTRATIVAS, 

TECNICAS Y OPERATIVAS DE SUS DEPENDENCIAS ADMINISTRATIVAS” 

 

2. SECTOR EN ESTUDIO:  

 

Las actividades objeto del contrato está codificada en el clasificador de bienes y servicios UNSPSC, 

hasta el (tercero o cuarto) nivel, como se indica a continuación:  

CÓDIGO SEGMENTO FAMILIA CLASE 

 

 

 

15101500 

Materiales 

Combustibles, Aditivos, 

para combustibles, 

lubricantes y 

anticorrosivos  

 

 

Combustibles 

 

 

Petróleos y 

Destilados  

 

Identificado el segmento de la contratación en posible entrar a determinar los aspectos 

trascendentales del sector en que se adelantar la contratación, identificando su entorno comercial, 

económico, actores, y otras variables relevantes. 

La actividad económica está dividida en sectores económicos. Cada sector se refiere a una parte 

de la actividad económica cuyos elementos tienen características comunes, guardan una unidad y 

se diferencian de otras agrupaciones. Su división se realiza de acuerdo a los procesos de 

producción que ocurren al interior de cada uno de ellos. La división de los sectores es la siguiente: 1. 

Sector primario o sector agropecuario. 2. Sector secundario o sector Industrial. 3. Sector terciario o 

sector de servicios. 

 

Los bienes que se pretende adquirir con la presente contratación hacen parte del sector secundario 

o industrial que produce bienes tangibles, y de uso final para los consumidores.  

 

2.1. COMPORTAMIENTO DE LOS PRINCIPALES INDICADORES MACROECONÓMICOS.  

2.1.1. PRODUCTO INTERNO BRUTO.  

Teniendo en cuenta que la actividad que satisface la necesidad pertenece a las actividades de 

construcción de autopistas y carreteras, construcción, revestimiento y pavimentación de 

infraestructura, a continuación se presenta su participación en la economía nacional, tomando 

como fuente de información el Boletín Técnico Producto Interno Bruto (PIB) II trimestre de 2026pr 

publicado por el DANE, el cual evidencia que la economía colombiana presentó un crecimiento del 

3,5% respecto al mismo periodo de 2025. Así mismo, se toma como referencia el Boletín Técnico del 

Índice de Precios al Consumidor (IPC) y el Boletín Técnico de los Principales Indicadores del Mercado 

Laboral publicados por el DANE, como variables macroeconómicas relevantes para el análisis 

sectorial y económico del proceso contractual. 



 
 
 
 
 
 

 

Las actividades económicas que más contribuyen a la dinámica del valor agregado son: 

• Administración pública y defensa; planes de seguridad social de afiliación obligatoria; 

Educación; Actividades de atención de la salud humana y de servicios sociales crece 10,0% 

(contribuye 1,7 puntos porcentuales a la variación anual). 

• Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y 

motocicletas; Transporte y almacenamiento; Alojamiento y servicios de comida crece 2,2% 

(contribuye 0,5 puntos porcentuales a la variación anual). 

• Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios; 

Actividades de los hogares individuales en calidad de empleadores; actividades no 

diferenciadas de los hogares individuales como productores de bienes y servicios para uso 

propio crece 9,5% (contribuye 0,4 puntos porcentuales a la variación anual). 

 

Durante el primer semestre de 2026pr, respecto al mismo periodo del año anterior, el Producto 

Interno Bruto presenta un crecimiento de 2,9%. Las actividades económicas que más contribuyen a 

la dinámica del valor agregado son: 

• Administración pública y defensa; planes de seguridad social de afiliación obligatoria; 

Educación; Actividades de atención de la salud humana y de servicios sociales crece 7,9% 

(contribuye 1,3 puntos porcentuales a la variación anual). 

• Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y 

motocicletas; Transporte y almacenamiento; Alojamiento y servicios de comida crece 2,6% 

(contribuye 0,5 puntos porcentuales a la variación anual). 

• Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios; 

Actividades de los hogares individuales en calidad de empleadores; actividades no 

diferenciadas de los hogares individuales como productores de bienes y servicios para uso 

propio crece 6,3% (contribuye 0,3 puntos porcentuales a la variación anual). 

 

Respecto al trimestre inmediatamente anterior, el Producto Interno Bruto en su serie ajustada por 

efecto estacional y calendario crece 1,3%. Cuando se observa el comportamiento de las 

actividades económicas relacionadas: 

• Construcción crece 6,4%. 

• Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios; 

Actividades de los hogares individuales en calidad de empleadores; actividades no 

diferenciadas de los hogares individuales como productores de bienes y servicios para uso 

propio crece 4,0%. 

• Suministro de electricidad, gas, vapor y aire acondicionado; Distribución de agua; 

evacuación y tratamiento de aguas residuales, gestión de desechos y actividades de 

saneamiento ambiental crece 2,8%. 



 
 
 
 
 
 

 

 

En el segundo trimestre de 2026pr, el valor agregado de comercio al por mayor y al por menor, 

reparación de vehículos automotores y motocicletas; transporte y almacenamiento; alojamiento y 

servicios de comida crece 2,2% en su serie original, respecto al mismo periodo de 2025pr. Esta 

dinámica se explica por los siguientes comportamientos: 

• Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas 

crece 5,9%. 

• Transporte y almacenamiento decrece 0,1%. 

• Alojamiento y servicios de comida decrece 4,0%. 

 

Respecto al trimestre inmediatamente anterior en su serie ajustada por efecto estacional y 

calendario, el valor agregado de comercio al por mayor y al por menor, reparación de vehículos 

automotores y motocicletas; transporte y almacenamiento; alojamiento y servicios de comida crece 

en 0,3%, cuando se observa el comportamiento de las actividades económicas relacionadas: 

• Comercio al por mayor y al por menor; reparación de vehículos automotores y motocicletas 

crece 1,8%. 

• Transporte y almacenamiento decrece 0,6%. 

• Alojamiento y servicios de comida decrece 1,7%. 



 
 
 
 
 
 

 

 

En el segundo trimestre de 2026pr, el valor agregado de la administración pública y defensa, planes 

de seguridad social de afiliación obligatoria; educación; actividades de atención de la salud 

humana y de servicios sociales crece 10,0% en su serie original, respecto al mismo periodo de 2025pr. 

Esta dinámica se explica por los siguientes comportamientos: 

• Administración pública y defensa; planes de seguridad social de afiliación obligatoria crece 

15,1%. 

• Educación crece 8,8%. 

• Actividades de atención de la salud humana y de servicios sociales crece 4,9%. 

 

Respecto al trimestre inmediatamente anterior en su serie ajustada por efecto estacional y 

calendario, el valor agregado de la administración pública y defensa, planes de seguridad social de 

afiliación obligatoria; educación; actividades de atención de la salud humana y de servicios 

sociales crece en 2,3%, cuando se observa el comportamiento de las actividades económicas 

relacionadas: 

• Administración pública y defensa; planes de seguridad social de afiliación obligatoria crece 

4,8%. 

• Educación crece 2,0%. 

• Actividades de atención de la salud humana y de servicios sociales crece 0,9%. 

 

 

2.1.2 ÍNDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR - IPC. 

 

 



 
 
 
 
 
 

 
En el mes de septiembre de 2026, el IPC registró una variación de 0,37% en comparación con agosto 

de 2026, dos divisiones se ubicaron por encima del promedio nacional: Educación (1,43%) y, por 

último, Alimentos y bebidas no alcohólicas (0,78%). Por debajo se ubicaron: Alojamiento, agua, 

electricidad, gas y otros combustibles (0,31%), Restaurantes y hoteles (0,28%), Bebidas alcohólicas y 

tabaco (0,23%), Muebles, artículos para el hogar y para la conservación ordinaria del hogar (0,23%), 

Transporte (0,13%), Salud (0,12%), Prendas de vestir y calzado (0,10%), Bienes y servicios diversos 

(0,05%), Información y comunicación (-0,02%) y, por último, Recreación y cultura (-0,21%). 

 

 
 

En septiembre de 2026 en comparación con agosto de 2026, la variación de las subclases que más 

aportaron al índice total fueron: arriendo imputado (0,47%), hortalizas y legumbres frescas (9,10%), 

arriendo efectivo (0,46%), papas (7,29%), educación preescolar y básica primaria (2,09%), tomate 

(10,47%), educación secundaria (2,43%), transporte de pasajeros y equipaje en avión (12,25%), 

carne de res y derivados (0,74%) y huevos (2,29%). Las subclases con mayores aportes negativos a la 

variación fueron: vehículo particular nuevo o usado (-1,05%), legumbres secas (-2,49%), gas (-0,51%), 

café y productos a base de café (-1,21%) y artículos en oro, plata y piedras preciosas y su 

reparación (-2,91%). 

 



 
 
 
 
 
 

 
 

En lo corrido del año, (enero - septiembre), cinco divisiones de bienes y servicios se ubicaron por 

encima del promedio nacional (5,74%): Alimentos y bebidas no alcohólicas (8,00%), Educación 

(7,43%), Restaurantes y hoteles (7,40%), Muebles, artículos para el hogar y para la conservación 

ordinaria del hogar (6,51%) y, por último, Salud (5,86%). El resto de las divisiones se ubicaron por 

debajo del promedio: Alojamiento, agua, electricidad, gas y otros combustibles (4,94%), Bebidas 

alcohólicas y tabaco (4,84%), Bienes y servicios diversos (4,45%), Transporte (4,39%), Información y 

comunicación (4,08%), Recreación y cultura (3,49%) y, por último, Prendas de vestir y calzado 

(2,66%). 

 

 
 

En septiembre de 2026 en comparación con diciembre de 2025, la variación de las subclases que 

más aportaron al acumulado del año fueron: comidas en establecimientos de servicio a la mesa y 

autoservicio (7,49%), arriendo imputado (4,13%), transporte urbano (10,44%), arriendo efectivo 

(4,21%), frutas frescas (29,25%), carne de res y derivados (11,25%), electricidad (7,24%), papas 

(67,70%), servicios relacionados con la copropiedad (16,96%) y comidas preparadas fuera del hogar 

para consumo inmediato (7,00%). Las mayores contribuciones negativas a la variación se ubicaron 

en: vehículo particular nuevo o usado (-3,43%), plátanos (-12,24%), legumbres secas (-10,41%), carne 

de cerdo y derivados (-5,39%) y dulces, confites, caramelos, bombones, chocolatinas (-18,28%). 

 

 
 



 
 
 
 
 
 
En el mes de septiembre de 2026, el IPC registró una variación de 6,29% en comparación con 

septiembre de 2025. En el último año, las divisiones Restaurantes y hoteles (9,44%), Salud (7,79%), 

Educación (7,49%), Muebles, artículos para el hogar y para la conservación ordinaria del hogar 

(6,75%) y, por último, Alimentos y bebidas no alcohólicas (6,74%) se ubicaron por encima del 

promedio nacional. Entre tanto, las divisiones Bebidas alcohólicas y tabaco (6,05%), Alojamiento, 

agua, electricidad, gas y otros combustibles (5,74%), Bienes y servicios diversos (5,63%), Transporte 

(5,27%), Recreación y cultura (4,91%), Información y comunicación (4,45%) y, por último, Prendas de 

vestir y calzado (3,12%) se ubicaron por debajo del promedio nacional. 

 

 
 

En septiembre de 2026 en comparación con septiembre de 2025, la variación anual de las subclases 

que más aportaron al índice total fueron: comidas en establecimientos de servicio a la mesa y 

autoservicio (9,44%), arriendo imputado (5,03%), transporte urbano (10,65%), arriendo efectivo 

(5,12%), carne de res y derivados (14,22%), frutas frescas (16,64%), electricidad (6,92%), papas 

(78,24%), comidas preparadas fuera del hogar para consumo inmediato (9,41%) y servicios 

relacionados con la copropiedad (17,14%). Las mayores contribuciones negativas se presentan en: 

vehículo particular nuevo o usado (-2,85%), zanahoria (-39,68%), carne de cerdo y derivados (-

6,17%), legumbres secas (-11,56%) y arroz (-2,83%). 

 

 
 

2.1.3. TASA REPRESENTATIVA DEL MERCADO  

 

La dinámica de la TRM tiene incidencia directa sobre el comportamiento del sector construcción y 

de infraestructura, especialmente en aquellos proyectos que requieren materiales, maquinaria, 

equipos o componentes importados. 

 

En materia de importaciones e insumos de construcción, una TRM elevada genera un incremento en 

los costos de importación de materiales, maquinaria, equipos especializados, acabados, tuberías, 

componentes eléctricos y demás bienes vinculados a proyectos de infraestructura y obras civiles. En 

consecuencia, pueden presentarse presiones sobre los costos de ejecución contractual, 

especialmente en contratos de mediano y largo plazo. 

 

No obstante, el impacto puede variar dependiendo del tipo de obra y del nivel de dependencia de 

insumos importados. En el sector constructor, muchas adquisiciones estratégicas se realizan 

mediante negociaciones anticipadas o contratos de suministro a largo plazo, lo cual reduce 

parcialmente la exposición inmediata a las fluctuaciones cambiarias. 

 

Por otra parte, las variaciones de la TRM también influyen sobre el comportamiento inflacionario del 

país. Una depreciación del peso frente al dólar encarece los productos importados y puede 



 
 
 
 
 
 
trasladarse al precio final de materiales y servicios asociados al sector construcción, afectando 

indicadores como el Índice de Costos de Construcción de Obras Civiles (ICOCIV). 

 

Colorarío con lo anterior, en materia de endeudamiento y financiación las empresas o entidades 

con obligaciones financieras denominadas en dólares pueden experimentar mayores costos 

financieros ante escenarios de depreciación del peso colombiano. Así mismo, los cambios en la TRM 

pueden modificar las condiciones de acceso a crédito y afectar la planeación financiera de 

proyectos de infraestructura. El comportamiento de la tasa de cambio constituye igualmente un 

indicador relevante para inversionistas nacionales y extranjeros, dado que incide sobre la 

percepción de estabilidad económica y sobre los costos asociados a proyectos de inversión en 

infraestructura y construcción. 

 

Sobre este tópico encontramos que, con base en la información histórica de la Superintendencia 

Financiera de Colombia, se observa que la TRM ha presentado un comportamiento altamente 

variable durante los últimos años, alcanzando niveles superiores a los $5.000 COP/USD durante el 

año 2022 y manteniendo posteriormente fluctuaciones entre los $3.600 y $4.500 COP/USD entre 2023 

y 2025. 

 

Para el año 2026, la TRM evidencia una tendencia moderadamente descendente respecto a los 

máximos históricos observados en años anteriores, ubicándose alrededor de niveles cercanos a 

$3.700 – $3.900 COP/USD. Sin embargo, el comportamiento del mercado cambiario continúa 

mostrando volatilidad derivada de factores internacionales como tasas de interés, precios del 

petróleo, inflación global y condiciones macroeconómicas nacionales. 

 

En términos generales, aunque la tasa de cambio continúa en niveles relativamente altos frente a 

promedios históricos de largo plazo, durante el periodo reciente se observa una estabilización 

moderada del dólar en Colombia, lo cual contribuye parcialmente a reducir presiones sobre los 

costos de importación de materiales y equipos utilizados en obras civiles y proyectos de 

infraestructura. 

 

No obstante, considerando la naturaleza fluctuante del mercado cambiario, la variación de la TRM 

sigue representando un factor de riesgo económico que puede incidir en los costos asociados a la 

ejecución contractual, particularmente en contratos que requieran insumos importados, maquinaria 

especializada o componentes sujetos a precios internacionales. 

 

En consecuencia, la Entidad considera pertinente mantener seguimiento al comportamiento de la 

TRM como variable macroeconómica relevante dentro del análisis sectorial y financiero del presente 

proceso contractual. 

 

Para compra de bienes o servicios, especialmente aquellos denominados en dólares, la fluctuación 

de la TRM puede tener las siguientes implicaciones: 

 

• Reducción de costos en pesos colombianos: Una disminución en la TRM implica que se 

requieren menos pesos colombianos para adquirir la misma cantidad de dólares, lo que 

puede traducirse en una reducción del costo en moneda local de la maquinaria 

importada. 

 

• Riesgo de volatilidad futura: Aunque la TRM ha mostrado una tendencia a la baja, la 

incertidumbre económica global y local puede generar fluctuaciones inesperadas. Es 

esencial considerar cláusulas contractuales que mitiguen el riesgo cambiario, como 

coberturas o ajustes periódicos. 

 

2.1.4. VARIACIONES DEL SALARIO MÍNIMO LEGAL VIGENTE. 

 

Según el Banco de la República, el salario mínimo en Colombia ha mostrado un incremento 

constante en valores absolutos durante los últimos 10 años, pasando de $616.000 en 2014 a 

$1.300.000 en 2024. Sin embargo, la relación entre el ajuste salarial y la inflación ha sido más variable. 

 

En general, los incrementos han superado la inflación en al menos un punto porcentual, aunque con 

algunas excepciones significativas.  

 

El histórico muestra que los diferentes gobiernos han buscado mantener un equilibrio entre proteger 

el poder adquisitivo y evitar presiones inflacionarias excesivas, pero también ha habido decisiones 

políticas que inclinan la balanza hacia los trabajadores. 

 

HISTÓRICO DE SALARIOS MÍNIMOS CON VARIACIONES 

 

Año Salario 

mínimo 

mensual S.M 

Variación 

S.M $ 

Variación 

S.M. % 

Auxilio de Normatividad 

Transporte Decreto 

2026 1.750.905 327.405 23,00% 249.095 1469 de dic 29 de 2025 



 
 
 
 
 
 

2025 1.423.500 123.500 9,50% 200.000 1572 de dic 24 de 2024 

2024 1.300.000 140.000 12,07% 162.000 2292 de dic 29 de 2023 

2023 1.160.000 160.000 16,00% 140.606 2613 de dic 28 de 2022 

2022 1.000.000 91.474 10,07% 117.172 1724 de dic 15 de 2021 

2021 908.526 30.723 3,50% 106.454 1786 de dic 29 de 2020 

2020 877.803 49.687 6,00% 102.854 2360 de dic 26 de 2019 

2019 828.116 46.874 6,00% 97.032 2451 de dic 27 de 2018 

2018 781.242 43.525 5,90% 88.211 2269 de dic 30 de 2017 

2017 737.717 48.262 7,00% 83.140 2209 de dic 30 de 2016 

2016 689.455 45.105 7,00% 77.700 2552 de dic 30 de 2015 

2015 644.350 28.350 4,60% 74.000 2731 de dic 30 de 2014 

2014 616.000 26.500 4,50% 72.000 3068 de dic 30 de 2013 

2013 589.500 22.800 4,02% 70.500 2738 de dic 28 de 2012 

2012 566.700 31.100 5,81% 67.800 4919 de dic 26 de 2011 

2011 535.600 20.600 4,00% 63.600 033 de enero 11 de 2011 

2010 515.000 18.100 3,64% 61.500 5053 de dic 30 de 2009 

2009 496.900 35.400 7,67% 59.300 4868 de dic 30 de 2008 

2008 461.500 27.800 6,41% 55.000 4965 de dic 27 de 2007 

2007 433.700 25.700 6,30% 50.800 4580 de dic 27 de 2006 

2006 408.000 26.500 6,95% 47.700 4686 de dic 21 de 2005 

2005 381.500 23.500 6,56% 44.500 4360 de dic 22 de 2004 

2004 358.000 26.000 7,83% 41.600 3770 de dic 26 de 2003 

2003 332.000 23.000 7,44% 37.500 3232 de dic 27 de 2002 

2002 309.000 23.000 8,04% 34.000 2910 de dic 31 de 2001 

2001 286.000 25.900 9,96% 30.000 2579 de dic 13 de 2000 

2000 260.100 23.640 10,00% 26.413 2647 de dic 23 de 1999 

1999 236.460 32.634 16,01% 24.012 2560 de diciembre de 1998 

1998 203.826 31.821 18,50% 20.700 3106 de diciembre de 1997 

1997 172.005 29.880 21,02% 17.250 2334 de diciembre de 1996 

1996 142.125 23.191 19,50% 13.567 2310 de diciembre de 1995 

1995 118.934 20.234 20,50% 10.815 2872 de diciembre de 1994 

1994 98.700 17.160 21,04% 8.705 2548 de diciembre de 1993 

1993 81.540 16.350 25,08% 7.542 2061 de diciembre de 1992 

1992 65.190 13.474 26,05% 6.033 2867 de diciembre de 1991 

1991 51.716 10.691 26,06% 4.787 3074 de diciembre de 1990 

1990 41.025 8.465 26,00% 3.798 3000 de diciembre de 1989 

1989 32.560 6.923 27,00% - 2662 de diciembre de 1988 

1988 25.637 5.127 25,00% - 2545 de diciembre de 1987 

1987 20.510 3.699 22,00% - 3732 de diciembre de 1986 

1986 16.811 3.253 23,99% - 3754 de diciembre de 1985 

1985 13.558 2.260 20,00% - 001 de enero de 1985 

1984 11.298 - 0,00% - 3506 de diciembre de 1983 

 

El monto del salario mínimo para el año 2026 quedó en $ 1'750.905 de pesos (Un millón setecientos 

cincuenta mil novecientos cinco pesos) y un auxilio de transporte de $ 249.095 pesos (un salario 

mínimo y un auxilio de transporte suman en total $ 2'000.000 de pesos), decretado por el gobierno 

nacional después que no hubiera acuerdo entre las partes en la mesa de concertación. 

 

Con la TRM del 30 de diciembre de 2025, el salario mínimo 2026 en Colombia equivale a $471.17 

dólares estadounidenses ($539.52 dólares si se incluye el subsidio de transporte). Este valor se 

estableció por la presidencia de la república luego de evaluar las posiciones de los representantes 

de los sindicatos, gremios de empresarios y pensionados, en cumplimiento con el mandato de la 

Constitución Política de Colombia en su artículo 56. 

 

El incremento del salario mínimo para 2026 es del 23.00% frente al millón cuatrocientos veintitrés mil 

quinientos pesos ($ 1'423.500) del salario mínimo en 2025 (lo que representa un aumento de 

+$327.405 pesos). Este nuevo valor rige a partir del 1 de enero de 2026, junto con un incremento del 

24.55% en el subsidio de transporte (+$49.095 pesos). En total, el incremento combinado que 

percibirán los empleados que devengan un salario mínimo con subsidio de transporte es del 23.19%, 

equivalente a un total de +$376.500 pesos adicionales respecto al año anterior. 



 
 
 
 
 
 
 

Esta decisión representa un ajuste significativo en términos reales, situando la remuneración básica 

total (salario + transporte) en la cifra redonda de los dos millones de pesos. 

 

El ajuste en el salario mínimo, fija los valores del mercado laboral como son: 

 

 

Valores del salario mínimo 2026 

 

Concepto Valor (COP) 

Salario Mínimo Integral Año 2026 

10 SMLV + 30% factor prestacional 

$ 22,761,765.00 

Salario Anual - Año 

(Sin primas ni cesantías) 

$ 21,010,860.00 

Salario Mensual - Mes (SMMLV) 

30 días 

$ 1,750,905.00 

Salario Diario - Día (SMDLV) 

8 horas 

$ 58,363.50 

Hora Ordinaria - 44 horas/semana 

(6 A.M. a 9 P.M.) 

$ 7,959 

Hora Ordinaria - 42 horas/semana 

(6 A.M. a 9 P.M.) - Desde el 15 de Julio 

$ 8,338 

Hora Nocturna - 44 horas/semana 

(9 P.M. a 6 A.M.) +35% noct. 

$ 10,744 

Hora Nocturna - 42 horas/semana 

(9 P.M. a 6 A.M.) +35% noct. - Desde el 15 de Julio 

$ 11,256 

Hora Extra Diurna - 44 horas/semana 

(6 A.M. a 9 P.M.) +25% extra 

$ 9,948 

Hora Extra Diurna - 42 horas/semana 

(6 A.M. a 9 P.M.) +25% extra - Desde el 15 de Julio 

$ 10,422 

Hora Extra Nocturna - 44 horas/semana 

(9 P.M. a 6 A.M.) +75% extra 

$ 13,928 

Hora Extra Nocturna - 42 horas/semana 

(9 P.M. a 6 A.M.) +75% extra - Desde el 15 de Julio 

$ 14,591 

Hora Extra Dominical/Festivo Diurna - 44 horas/semana 

(6 A.M. a 9 P.M.) +75% Fest. +25% extra 

$ 15,917 

Hora Extra Dominical/Festivo Diurna - 42 horas/semana 

(6 A.M. a 9 P.M.) +75% Fest. +25% extra - Desde el 15 de 

Julio 

$ 16,675 

Hora Extra Dominical/Festivo Nocturna - 44 

horas/semana 

(9 P.M. a 6 A.M.) +75% Fest. +75% extra 

$ 19,897 

Hora Extra Dominical/Festivo Nocturna - 42 

horas/semana 

(9 P.M. a 6 A.M.) +75% Fest. +75% extra - Desde el 15 de 

Julio 

$ 20,844 

Subsidio de transporte Anual 

12 meses 

$ 2,989,140 

Subsidio de transporte Mensual 

30 días 

$ 249,095 

Subsidio de transporte Diario 

1 día 

$ 8,303.17 

 

2.1.5. Sector combustible. 

El Gobierno Nacional mantiene estable el precio del ACPM y ajusta en $46 el precio promedio de la 

gasolina en octubre de 2026. 

• El precio de venta al público de la gasolina motor corriente tendrá un incremento promedio 

de $46 por galón a nivel nacional, equivalente al 0,29 % frente al mes anterior. 

• El ajuste responde a la actualización del precio del etanol y busca generar alivios para los 

productores de caña de azúcar del Valle del Cauca, afectados por el terremoto. 

• El precio del ACPM se mantiene sin cambios durante octubre, dando continuidad a la 

medida adoptada en septiembre frente a los efectos del terremoto. 

• La actualización de los componentes del precio del ACPM permite mantener estable el 

precio al consumidor y genera un ahorro fiscal estimado de $15.803 millones durante 

octubre. 

 



 
 
 
 
 
 
Los Ministerios de Minas y Energía y de Hacienda y Crédito Público actualizaron las resoluciones que 

establecen los precios de referencia de los combustibles para octubre de 2026, que entrarán en 

vigor a partir del primer día del mes. El precio de venta al público de la gasolina motor corriente 

aumentará en promedio $46 por galón a nivel nacional, equivalente a una variación del 0,29 % 

frente al mes anterior. 

El ajuste responde a la actualización del precio reconocido a los productores de etanol, uno de los 

componentes de la estructura de precios de la gasolina. Este biocombustible se produce a partir de 

caña de azúcar, actividad de especial importancia para el Valle del Cauca, una de las regiones 

más afectadas por el terremoto del pasado 10 de agosto. Con esta decisión, el Gobierno Nacional 

busca acompañar al sector y generar alivios que contribuyan a su recuperación tras el sismo. 

Por su parte, el precio del ACPM se mantiene sin cambios durante octubre, dando continuidad a la 

medida adoptada en septiembre, cuando el Gobierno Nacional decidió mantener estable este 

combustible como parte de las acciones implementadas frente a los efectos del terremoto y en 

consideración a las familias y sectores productivos afectados. Esta decisión fue posible gracias a la 

actualización de los componentes que hacen parte de su estructura de precios, que permitió evitar 

el traslado al consumidor de mayores costos durante el mes. 

Como resultado, la Nación requirió menos recursos para sostener el precio, lo que representa un 

ahorro fiscal estimado de $15.803 millones durante octubre y contribuye a una gestión más eficiente 

de los recursos asociados a la política de combustibles. 

La siguiente tabla detalla el valor de los precios de referencia a nivel nacional: 

 

Los precios de referencia corresponden a los valores establecidos por el Gobierno Nacional para 

cada ciudad, a partir de los cuales se determina el precio de venta al público en las estaciones de 

servicio. El precio final puede presentar variaciones de acuerdo con las condiciones particulares de 

cada municipio y los componentes aplicables. 

El Ministerio de Minas y Energía y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público reafirman su 

compromiso con una política de combustibles responsable y sostenible, que permita atender las 

condiciones del mercado, contribuir a la estabilidad de las finanzas públicas y acompañar el 

desarrollo económico y social de las regiones del país. 

 

El sector de combustibles en Colombia cerró el primer semestre de 2026 con señales mixtas. El valor 

agregado de la refinación de petróleo y mezcla de combustibles creció 6,0% entre enero y junio de 

2026, con respecto al mismo periodo del año anterior, revirtiendo dos años de contracción, mientras 

el Producto Interno Bruto (PIB) de minas y canteras (petróleo, carbón y otros minerales) creció 4,2% 

en el segundo trimestre de 2026, impulsado por el carbón (+4,9%) y otros minerales (+15,4%), el 

subsector de petróleo y gas natural cayó 2,6% por la declinación natural de los campos maduros, 

agravada por problemas operativos puntuales en el Valle Inferior del Magdalena y el campo Índico 

(Meta), según la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH). El consumo de gasolina motor extra se 

disparó 26,0% entre enero y julio, muy por encima del 3,0% de la gasolina corriente, en parte por el 

avance de vehículos eléctricos e híbridos. Los precios subieron de forma escalonada tras el ajuste 

de febrero, mientras el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles (FEPC) enfrenta un 

déficit proyectado entre $6 y $14 billones para 2026. El fenómeno de El Niño podría elevar 30,0% la 

demanda de diésel para generación térmica, y gremios del sector proyectan que las importaciones 

cubrirían la mitad de la gasolina consumida hacia el final de la década. El nuevo Gobierno, 

posesionado el 7 de agosto de 2026, deberá definir su hoja de ruta sobre subsidios, importaciones y 

seguridad energética. 

 



 
 
 
 
 
 

 

 

3. ANALISIS DE LA DEMANDA 

 

Para poder entender el comportamiento de compras de la entidad, es importante de manera 

previa realizar la identificación de las categorías, grupos, familias o clases que componen la 

totalidad de las adquisiciones, bienes o servicios. Las categorías de compra son agrupaciones de 

bienes y servicios similares que tienen en común características de composición, demanda y oferta. 

La identificación y uso de las categorías de compra permite mejorar los procesos de adquisición e 

incrementar la productividad. El análisis de categorías permite entre otras cosas: a) Desarrollar 

estrategias de adquisición específicas que permitan obtener mejores resultados en los procesos de 

negociación; b) Entender de manera integral y con visión estratégica el comportamiento de las 

compras de la entidad. - Identificar oportunidades de agregación de demanda para la obtención 

de mejores condiciones económicas y técnicas en los procesos de compra. 

Ahora bien, con miras a atender y satisfacer la necesidad que se identifica en el estudio previo y en 

el presente análisis del sector la administración municipal de Arjona- Bolívar, requiere adelantar un 

proceso de contratación cuyo objeto es: “SUMINISTRO DE COMBUSTIBLE PARA ATENDER LAS 

NECESIDADES DE MOVILIDAD, OPERACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL PARQUE AUTOMOTOR TERRESTRE 

MUNICIPIO DE ARJONA, BOLÍVAR, REQUERIDO PARA EL DESARROLLO DE ACTIVIDADES 

ADMINISTRATIVAS, TECNICAS Y OPERATIVAS DE SUS DEPENDENCIAS ADMINISTRATIVAS”.  

Así las cosas, se hace necesario facilitar la identificación de categorías y subcategorías del presente 

proceso de contratación, a partir del cual se brindará una visión completa del espectro de compras 

de la entidad, así las cosas, se utilizará como herramienta el código Estándar de Productos y 

Servicios de Naciones Unidas, el cual comporta una metodología uniforme de codificación utilizada 

para clasificar productos y servicios fundamentada en un arreglo jerárquico y en una estructura 

lógica. Este sistema de clasificación permite codificar productos y servicios a partir estándares 

acordados por la industria, los cuales facilitan el comercio entre empresas y gobierno. La versión 

implementada en Colombia es la UNSPSC, V.14.080. 

A continuación, se grafica el árbol de categoría asociado al presente proceso de contratación:  



 
 
 
 
 
 

 

Ahora bien, al realizar el análisis dinámico del comportamiento de las compras de la ALCALDIA 

MUNICIPAL DE ARJONA, desde diferentes dimensiones, y cruzando la información entre variables e 

identificando la relevancia de las categorías/subcategorías, y la información contenida en la 

herramienta de análisis de la demanda de la Subdirección de Estudios de mercado y 

abastecimiento estratégico de la Agencia Nacional del contratación de Colombia Compra 

eficiente, para las vigencias 2020 a 2026, la mayor concentración del gasto lo configura la categoría 

“8011 – servicios de Recursos humano”. El gasto impactado de la entidad se observa en la siguiente 

gráfica:   

 

CATEGORÍA CON MAYOR IMPACTO EN EL GASTO VIGENCIAS FISCALES 2020-2026 

 

Categoría  Valor de las compras  % Participación  
Servicios de recursos humanos $ 6.645.978.726 24,24 

Servicios de Construcción Pesada $ 6.099.688.880 22,25 

Servicios comunitarios y sociales  $ 4.137.049.780 15,09 

Servicios de mantenimiento y reparaciones de 

construcciones e instalaciones  $ 2.973.652.605 10,85 

Servicios de Asesoría de gestión  $ 1.424.412.719 5,2 

Servicios integrales de salud $ 845.971.974 3,09 

Transporte de Pasajeros $ 548.150.031 2,00 

Formación Profesional $ 393.672.994 1,44 

Comercialización y distribución $ 335.565.200 1,22 

Software $ 181.943.000 0,66 

 

El diagrama de Pareto de categoría del gasto nos permite evidenciar que, en el municipio de 

Arjona, la categoría de Servicios de recursos humanos, representa la de mayor gasto en la entidad, 

con un 24,24% de participación, otro hallazgo relevante es que, tres (3) categorías de compra 

representan el 61,58 % del gasto de la entidad. Lo anterior permite de manera inmediata identificar 

aquellas categorías de mayor impacto y en las cuales se deben definir estrategias de adquisición y 

ahorro. 

Para el caso particular de la categoría Petróleo y destilados, encontramos que, en las últimas 

vigencias, el Municipio de Arjona, ha agrupado los gastos de la siguiente manera:  

 

SEGMENTO 

FAMILIA 

CLASE 



 
 
 
 
 
 

 
 

 
 

 
 



 
 
 
 
 
 

 
 
Fuente: Herramienta análisis de la demanda -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico 

de la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente 

 

Así mismo, las contrataciones asociadas por vigencias en las categorías estudiadas, refleja que la 

mayoría de estas contrataciones se llevaron a cabo durante las vigencias 2020, 2022 y 2025, como 

refleja la siguiente tabla:  

 

 
 

Fuente: Herramienta análisis de la demanda -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico 

de la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente 

 

En cuanto a los proveedores que han contratado en esta categoría del gasto, encontramos que el 

proveedor COMERCIALIZADORA HAVEL SAS, es quien ostenta el mayor valor de contrataciones con 

$163.000.000. 

 

 



 
 
 
 
 
 
 

 
 

Fuente: Herramienta análisis de la demanda -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico 

de la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente 

 

Finalmente, la mayor contratación de las categorías estudiadas se da a través de la modalidad de 

contratación mediante procesos de selección de mínima cuantía.   
 

 
 

 
 
Fuente: Herramienta análisis de la demanda -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico 

de la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente. 

 

Al realizar la revisión del instrumento de análisis de la demanda, para la categoría estudiada, sobre 

la cual versa el presente análisis del sector, y limitando la búsqueda a las especificaciones del objeto 

contractual que se pretende contratar, encontramos los siguientes procesos de contratación:  

 

CONTRATACIÓN HISTÓRICA DEL MUNICIPIO DE ARJONA- BOLÍVAR EN MATERIA DE PETRÓLEOS Y DESTILADOS  

PLATAFORMA SECOP I Y II 

 

Fuente de 

Información 

 

Link del Proceso 

 

No. del 

Contrato 

 

Objeto  

Fecha de 

suscripción del 

Contrato 

Tiempo de 

ejecución 

del contrato 

 

Valor final del 

Contrato 

Secop II 

https://community.sec

op.gov.co/Public/TEnd

ering/OpportunityDetai

l/Index?noticeUID=CO1

.NTC.9978954&isFromPu

blicArea=True&isModal

=true&asPopupView=tr

ue 

 

MC-003-

2026 

SUMINISTRO DE 

COMBUSTIBLE PARA 

ATENDER LAS 

NECESIDADES DE 

MOVILIDAD, 

OPERACION, Y 

FUNCIONAMIENTO 

DE LA ALCALDIA 

MUNICIPAL DE 

ARJONA,BOLIVAR 

REQUERIDO PARA EL 

DESARROLLO DE 

ACTIVIDADES 

ADMINISTRATIVAS 

13/02/2026 11 meses 
63.000.000 

COP 

Secop I 

https://www.contratos.

gov.co/consultas/detal

leProceso.do?numCon

stancia=22-13-12761400 

MINIMA 

045-2022 

SUMINISTRO DE 

COMBUSTIBLE 

(GASOLINA 

CORRIENTE Y 

ACPM), CON 

DESTINO A LOS 

VEHÍCULOS Y 

MOTOCICLETAS 

UTILIZADOS POR LA 

ADMINISTRACIÓN 

09 de febrero 

de 2022 
3 meses 

$28,000,000.00 

Peso 

Colombiano 

https://community.secop.gov.co/Public/TEndering/OpportunityDetail/Index?noticeUID=CO1.NTC.9978954&isFromPublicArea=True&isModal=true&asPopupView=true
https://community.secop.gov.co/Public/TEndering/OpportunityDetail/Index?noticeUID=CO1.NTC.9978954&isFromPublicArea=True&isModal=true&asPopupView=true
https://community.secop.gov.co/Public/TEndering/OpportunityDetail/Index?noticeUID=CO1.NTC.9978954&isFromPublicArea=True&isModal=true&asPopupView=true
https://community.secop.gov.co/Public/TEndering/OpportunityDetail/Index?noticeUID=CO1.NTC.9978954&isFromPublicArea=True&isModal=true&asPopupView=true
https://community.secop.gov.co/Public/TEndering/OpportunityDetail/Index?noticeUID=CO1.NTC.9978954&isFromPublicArea=True&isModal=true&asPopupView=true
https://community.secop.gov.co/Public/TEndering/OpportunityDetail/Index?noticeUID=CO1.NTC.9978954&isFromPublicArea=True&isModal=true&asPopupView=true
https://community.secop.gov.co/Public/TEndering/OpportunityDetail/Index?noticeUID=CO1.NTC.9978954&isFromPublicArea=True&isModal=true&asPopupView=true
https://community.secop.gov.co/Public/TEndering/OpportunityDetail/Index?noticeUID=CO1.NTC.9978954&isFromPublicArea=True&isModal=true&asPopupView=true


 
 
 
 
 
 

MUNICIPAL, ASI 

COMO TAMBIÉN LOS 

VEHÍCULOS Y 

MOTOCICLETAS DE 

LAS INSTITUCIONES 

ENCARGADAS DE LA 

SEGURIDAD 

CIUDADANA, POR 

ULTIMO A LOS 

CAMIONES 

CISTERNAS DE LOS 

BOMBEROS DEL 

MUNICIPIO DE 

ARJONA – BOLÍVAR 

Secop I 

https://www.contratos.

gov.co/consultas/detal

leProceso.do?numCon

stancia=25-13-14345907 

MC 002-

2025 

SUMINISTRO DE 

COMBUSTIBLE PARA 

VEHICULOS DE LA 

ADMINISTRACION  

MUNICIPAL DE 

ARJONA 

02 de 

septiembre de 

2025 

118 días 

$19,000,000.00 

Peso 

Colombiano 

Secop I 

https://www.contratos.

gov.co/consultas/detal

leProceso.do?numCon

stancia=20-12-10679024 

00300320

2001 

SUMINISTRO DE 

COMBUSTIBLE 

(GASOLINA 

CORRIENTE Y 

ACPM), CON 

DESTINO A LOS 

VEHÍCULOS 

UTILIZADOS CON 

OCASIÓN DE LA 

DECLARATORIA DE 

CALAMIDAD 

PÚBLICA 

DECRETADA POR EL 

MUNICIPIO DE 

ARJONA - BOLÍVAR 

30 de marzo 

de 2020 
3 meses 

$40,000,000.00 

Peso 

Colombiano 

Secop I 

https://www.contratos.

gov.co/consultas/detal

leProceso.do?numCon

stancia=20-13-10296547 

MC - 003 

- 2020 

SUMINISTRO DE 

COMBUSTIBLE 

(GASOLINA 

CORRIENTE Y 

ACPM), CON 

DESTINO A LOS 

VEHÍCULOS Y 

MOTOCICLETAS 

UTILIZADOS POR LA 

ADMINISTRACIÓN 

MUNICIPAL, ASI 

COMO TAMBIÉN LOS 

VEHÍCULOS Y  

MOTOCICLETAS DE 

LAS INSTITUCIONES 

ENCARGADAS DE LA 

SEGURIDAD 

CIUDADANA, POR 

ULTIMO A LOS 

CAMIONES 

CISTERNAS DE LOS 

BOMBEROS DEL 

MUNICIPIO DE 

ARJONA – BOLÍVAR. 

28 de enero de 

2020 
3 meses 

$24,180,000.00 

Peso 

Colombiano 

 

4. ANÁLISIS DE LA OFERTA. 

 

Esta fase tiene como objetivo, el análisis del mercado de oferta y opciones de suministro, a partir de 

la categoría de compra definidas anteriormente, lo cual permitirá entender las dinámicas que 

afectan los sectores, la cadena de abastecimiento, y los proveedores que existen en el mercado y 

pueden suministrar bienes y servicios. 

La herramienta de Análisis de la Oferta de la Subdirección de Estudios de mercado y 

abastecimiento estratégico de la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra 

eficiente, revela que para la categoría analizada, se han celebrado en Colombia, un total de 

32.800 contratos durante las vigencias fiscales 2020 a 2026, identificándose un aproximado de 3.873 

de proveedores.  



 
 
 
 
 
 

 
 
Fuente: Herramienta análisis de la oferta -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de 

la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente.  

 

A pesar del número elevado de proveedores en el Colombia para las categorías estudiadas, 

encontramos que en el departamento de Bolívar se concentra un aproximado de 40 proveedores, 

lo que presentan el 1,03% del total de proveedores del país.  

 

 
 
Fuente: Herramienta análisis de la oferta -Subdirección de Estudios de mercado y abastecimiento estratégico de 

la Agencia Nacional de Contratación de Colombia Compra eficiente.  

En relación con los proveedores que han contratado en el departamento de Bolívar, se encuentra 

en primer lugar el proveedor CODIS SA, con un total de $173.737.341.970. 

 



 
 
 
 
 
 

 
 

A pesar de que el proveedor CODIS SA se encuentra en primer lugar, encontramos ese valor se ha 

obtenido a través de 5 contratos, lo que no representa una tendencia, si se tiene en cuenta que 

existen otros proveedores con mayor número de contratos. 

 

 
 

Finalmente, se observa que en el departamento de Bolívar, la mayor cantidad de la contratación se 

ha celebrado a través de la modalidad de Licitación Pública con $176.417.605.604. 

 

 
 

 
 

5. APLICACIÓN DE REGLAS DE RELACIONADAS CON EL EMPRENDIMIENTO, APOYO A LAS MIPYMES Y 

SISTEMAS DE PREFERENCIAS.   

5.1. ESTUDIO DE LA OFERTA DE LAS EMPRESAS CATEGORIZADAS COMO MIPYMES, APLICACIÓN DE 

POSIBLES FACTORES DIFERENCIALES Y OTRAS MEDIDAS.  

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 de la Ley  2069 de 2020 y el artículo  5° del Decreto 

1860 de 2021, por medio del cual se modifica la subsección 2 de la Sección 4 del Capítulo 2 del Título 

1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015, el proceso de contratación de la referencia es 

susceptible de ser limitado a MiPymes, toda vez que el valor del proceso de contratación es inferior a 

CIENTO VEINTICINCO MIL DÓLARES (US$125.000) o QUINIENTOS ONCE MILLONES SETECIENTOS OCHO 

MIL CUATROCIENTOS NOVENTA Y SIETE PESOS M/CTE ($511.708.497), valor liquidado con la tasa de 



 
 
 
 
 
 
cambio que para el efecto, determina el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, y cuyo umbral se 

encuentra vigente para el año 2026. 

Ahora bien, dado que el artículo 12 de la Ley 590 de 2000, modificado por el artículo 33 de la Ley 

2069 de 2020, establece que las entidades estatales “Deberán en el Análisis de Sector identificar las 

MIPYMES que podrían ser potenciales proveedoras directas o indirectas, con el fin de definir reglas 

que promuevan y faciliten su participación en el Proceso de Contratación.”,  procederemos abordar 

en el presente estudio el análisis de bienes y servicios ofertados por sociedades cuyo tamaño 

empresarial las ubica en la categoría de MiPymes.  

El Decreto 957 del 5 de junio de 2019, por el cual se adiciona el capítulo 13 al Título 1, de la Parte 2 del 

Libro 2, del Decreto 1074 de 2015, Decreto Único del Sector Comercio, Industria y Turismo, y se 

reglamenta el artículo 2° de la Ley 590 de 2000, modificado por el artículo 43 de la Ley 1450 de 2011, 

señala en su artículo   2.2.1.13.2.1., el Criterio para la clasificación del tamaño empresarial, en los 

siguientes términos:  

“Para efectos de la clasificación del tamaño empresarial se tendrá como criterio 

exclusivo los ingresos por actividades ordinarias anuales de la respectiva empresa. 

 

El nivel de ingresos por actividades ordinarias anuales con base en el cual se determina 

el tamaño empresarial variará dependiendo del sector económico en el cual la empresa 

desarrolle su actividad”.  

De acuerdo a lo dispuesto en el Artículo 2.2.1.13.2.2, del citado Decreto, para efectos de la 

clasificación del tamaño empresarial se utilizará como base el criterio previsto en el artículo 

anterior, estableciéndose como rangos para determinar el valor de los ingresos por actividades 

ordinarias anuales de acuerdo con el sector económico los siguientes: 

SECTOR MICRO PEQUEÑA MEDIANA 

Manufacturero 
Inferior o igual a 

23.563 UVT. 

 

Superior a 23.563 UVT e 

inferior o igual a 204.995 

UVT. 

Superior a 204.995 UVT e 

inferior o igual a 1.736.565 

UVT. 

Servicios 
Inferior o igual a 

32.988 UVT. 

 

Superior a 32.988 UVT e 

inferior o igual a 131.951 

UVT. 

Superior a 131.951 UVT e 

inferior o igual a 483.034 

UVT. 

Comercio 
Inferior o igual a 

44.769 UVT. 

 

Superior a 44.769 e inferior 

o igual a 431.196 UVT. 

Superior a 431.196 UVT e 

inferior o igual a 2.160.692 

UVT. 

 

Así las cosas, se considera gran empresa aquella que tiene ingresos por actividades ordinarias 

anuales mayores al rango superior de las medianas empresas, en cada uno de los sectores 

económicos descritos anteriormente. 

Para la vigencia fiscal 2026, el valor equivalente a los UVT, corresponde a la suma de $52.374, en 

este sentido, para determinar el tamaño empresarial se tendrá en cuenta los siguientes rangos de 

ingresos definidos en pesos colombianos:     

CLASIFICACIÓN MANUFACTURA SERVICIOS COMERCIO 

Microempresas 
Ingresos iguales o 

inferiores a 

$1.234.088.562 

Ingresos iguales o 

inferiores a 

$1.728.237.252 

Ingresos iguales o 

inferiores a 

$2.344.731.606 

Pequeñas empresas 

Ingresos mayores a 

$1.234.088.562 y 

menores o iguales a 

$10.736.408.130  

Ingresos mayores a 

$1.728.237.252 y 

menores o iguales a 

$6.910.801.674 

Ingresos mayores a 

$2.344.731.606 y 

menores o iguales a 

$22.583.459.304  

Medianas empresas 

Ingresos mayores a 

$10.736.408.130 y 

menores o iguales a 

$90.950.855.310 

Ingresos mayores que 

$6.910.801.674 y 

menores o iguales a 

$25.298.422.716  

Ingresos mayores que 

$22.583.459.304 y 

menores o iguales a 

$113.164.082.808 

Grandes empresas 
Ingresos mayores a 

$90.950.855.310 

Ingresos mayores a 

$25.298.422.716 

Ingresos mayores a 

$113.164.082.808 

 



 
 
 
 
 
 
Al comparar la evolución de la creación de empresas entre el primer semestre de 2024 y 2025, 

según el tamaño definido por el valor de sus activos, se evidencia un aumento del 1,9% en la 

creación de microempresas, que además explican en su totalidad el crecimiento neto en el 

periodo. En contraste, se observa una disminución del 12,6% en la creación de pequeñas 

empresas, del 15% en las medianas y del 62% en las empresas grandes. Estos resultados reflejan 

que el dinamismo empresarial en el primer semestre de 2025 se concentró en el segmento de las 

microempresas, que siguen representando la principal vía de emprendimiento en el país. 

 

Durante el primer semestre de 2025, se constituyeron 44.859 empresas bajo la figura de sociedades, 

lo que representa una disminución del 0,1% respecto al mismo periodo de 2024, cuando se 

registraron 44.892 sociedades. De las sociedades creadas, 44.441 corresponden a microempresas, 

421 a pequeñas, 11 a medianas y 7 a grandes.  

 

En cuanto a las empresas constituidas por personas naturales, durante el primer semestre de 2025 se 

crearon 129.048, lo que representa un aumento del 2,5% frente a las 125.849 registradas en el mismo 

periodo de 2024. Este incremento se debió principalmente al crecimiento del 2,6% en las 

microempresas, que pasaron de 125.760 a 129.009. La constitución de empresas pequeñas pasó de 

79 a 36 en el primer semestre de 2025, las empresas medianas pasaron de 9 a 3 y no se creó ninguna 

grande. 

 

Durante el primer semestre de 2025, se observó un aumento en la creación de empresas en los 

sectores de comercio, servicios y agricultura. El sector comercio fue el principal impulsor, con un 

crecimiento del 3,3% en el número de nuevas empresas frente al mismo periodo de 2024, seguido 

por el sector servicios, que registró una variación positiva del 1,9%. En contraste, los sectores de 

construcción e industria presentaron una disminución en la creación de empresas, con caídas del 

8,2% y 3,2%, respectivamente, en comparación con el primer semestre del año anterior. 



 
 
 
 
 
 

 

En términos de empleo, de acuerdo con el RUES, el 43,8% de las empresas nuevas crearon al menos 

un empleo; de estas, el 39% pertenece al subsector del comercio al por mayor y al por menor, 17% 

al subsector de alojamiento y servicios de comida, 10% al subsector de industrias manufactureras, 6% 

al subsector de actividades profesionales, científicas y técnicas y 5% al subsector de otras 

actividades de servicio. 

 

Durante el primer semestre de 2025, el subsector de comercio al por mayor y al por menor se 

mantuvo como el principal motor de la creación de empresas, con un total de 66.626 nuevas 

unidades, lo que representa un crecimiento del 3,3% frente al mismo periodo de 2024 y una 

contribución de 1,3 puntos porcentuales al crecimiento total. En el sector servicios, destacaron por 

su dinamismo los subsectores de otras actividades de servicios y el de alojamiento y servicios de 

comida. El primero registró un incremento del 8,8%, al pasar de 8.571 a 9.324 empresas, mientras que 

el segundo creció un 2,2%, con un aumento de 28.946 a 29.577 nuevas empresas. Las contribuciones 

relativas al crecimiento total fueron de 0,5 y 0,4 puntos porcentuales, respectivamente.  



 
 
 
 
 
 

 

En contraparte, el sector construcción presentó la mayor caída, con una reducción del 8,2%, al 

pasar de 7.486 a 6.869 nuevas empresas, lo que se tradujo en una contribución negativa de -0,4 

puntos porcentuales al crecimiento total. Le siguió el subsector de industrias manufactureras, que 

pasó de 17.037 a 16.498 unidades, con una variación de -3,2% y una contribución de -0,3 puntos 

porcentuales. Por su parte, las actividades de servicios administrativos y de apoyo disminuyeron un 

1,8%, con 7.872 empresas creadas frente a 8.014 en 2024, mientras que el subsector de transporte y 

almacenamiento redujo su número de nuevas empresas en un 2,2%, pasando de 4.576 a 4.476. 

Ambos subsectores aportaron negativamente con -0,1 puntos porcentuales cada uno. 

De acuerdo con el DANE, durante el primer trimestre de 2025 la economía colombiana mostró un 

crecimiento moderado, con un aumento del PIB del 2,7% frente al mismo periodo de 2024, lo que 

refleja una recuperación de la actividad productiva tras los choques recientes. Este dinamismo se 

combina con una inflación controlada: en junio de 2025 la variación anual del IPC fue del 4,8%, dos 

puntos y medio menos que el 7,2% registrado un año antes. El Banco de la República, atendiendo a 

este entorno, en mayo redujo la tasa de interés de política, del 9,5% en que había sido establecida 

en diciembre de 2024, a 9,25%; de esta forma, se confirma la expectativa de la estabilización en el 

comportamiento de los precios de la economía, con la convergencia de la inflación a su rango 

meta. 

El siguiente cuadro muestra el número de empresas activas en el departamento de Bolívar por cada 

una de las secciones de la Clasificación industrial internacional uniforme de todas las actividades 

económicas (CIIU). 



 
 
 
 
 
 

 

 

 

Ahora bien, al analizar el mercado de compras públicas desde el punto de vista de las MiPymes 

encontramos el siguiente comportamiento:  

 

VALOR DE LOS CONTRATOS Y NUMERO DE CONTRATOS POR TAMAÑO EMPRESARIAL PARA GRANDES 

EMPRESAS  



 
 
 
 
 
 

 

Fuente: Herramienta de Proveedores por tamaño empresarial- Agencia Nacional de Contratación de Colombia 

Compra eficiente.  

 

VALOR DE LOS CONTRATOS Y NUMERO DE CONTRATOS POR TAMAÑO EMPRESARIAL PARA 

MICROEMPRESAS 

 

Fuente: Herramienta de Proveedores por tamaño empresarial- Agencia Nacional de Contratación de Colombia 

Compra eficiente.  

 

 

 

 

 



 
 
 
 
 
 

VALOR DE LOS CONTRATOS Y NUMERO DE CONTRATOS POR TAMAÑO EMPRESARIAL PARA 

PEQUEÑAS EMPRESAS  

 

Fuente: Herramienta de Proveedores por tamaño empresarial- Agencia Nacional de Contratación de Colombia 

Compra eficiente. 

 

VALOR DE LOS CONTRATOS Y NUMERO DE CONTRATOS POR TAMAÑO EMPRESARIAL PARA 

MEDIANAS EMPRESAS  

 

Fuente: Herramienta de Proveedores por tamaño empresarial- Agencia Nacional de Contratación de Colombia 

Compra eficiente.  

 

Al observar las anteriores graficas encontramos que desde el 2018 a 2024, se ha aumentado la 



 
 
 
 
 
 
participación de las MiPymes en el mercado de compras públicas, sin embargo, en variables 

como el número de contratos y los valores contratados con las mismas, aún resulta ser muy bajo, 

mostrando inclusive un comportamiento desfavorablemente negativo en las últimas vigencias. Así 

mismo, en comparación con las grandes empresas, si bien, las MiPymes, presentan un mayor 

número de contratos, los mayores valores comprometidos se han concentrado en las grandes 

empresas quienes han contratado aproximadamente 0.86 billones de pesos con el Estado, a 

diferencia de las microempresas que han contratado 0.37 billones, las pequeñas empresas 0.59 

billones y las medianas empresas 0,35 billones.  

 

 

En consonancia con lo anterior encontramos que, en el Mercado de compras públicas en el 

Departamento de Bolívar, se concentra aproximadamente 4.141 empresas que contratan con el 

Estado, de ellas, 871 son microempresas, 263 son pequeñas empresas y 116 son microempresas, 

para un total de 1.250, las cuales representan el 30.18% del total de empresas que suscriben 

contratos con el estado en el Departamento de Bolívar.  

 



 
 
 
 
 
 

 

 

Por otra parte, al analizar el gasto comprometido encontramos que de los $ 4.761.289.359.210 

comprometidos por entidades públicas, $ 2.276.106.124.032 fueron contratados con grandes 

empresas, $ 1.053.873.890.952 con pequeñas empresas, $ 826.037.821.742 con medianas 

empresas y $ 601.984.398.907 con microempresas, ello refleja la misma tendencia nacional, 

donde se observa que la mayor concentración del gasto comprometido se contrata con las 

grandes empresas.  

 

 

Teniendo claro lo anterior, encontramos que el artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, establece que 

en los procesos de contratación las entidades estatales sometidas al Estatuto General de 

Contratación de la Administración Pública, dispondrán en las condiciones que señale el 

reglamento, de mecanismos que fomenten en la ejecución de los contratos estatales la provisión 

de obras, bienes, servicios y mano de obra locales o departamentales, siempre que se garanticen 

las condiciones de calidad y cumplimiento del objeto contractual y de los grupos marginados o 



 
 
 
 
 
 
discriminados que se asocien bajo esta modalidad, convocatorias limitadas a las MiPymes 

departamentales, locales o regionales cuyo domicilio principal corresponda al lugar de ejecución 

de los contratos, siempre que se garantice la satisfacción de las condiciones técnicas y 

económicas requeridas en la contratación y que previo a la apertura del proceso respectivo se 

haya manifestado el interés del número plural de MiPymes que haya sido determinado en el 

reglamento por el Gobierno Nacional. 

 

La ley 2069 de 2020, establece el marco regulatorio que propicie el emprendimiento y el 

crecimiento, consolidación y sostenibilidad de las empresas, con el fin de aumentar el bienestar 

social y generar equidad. Dicho marco delinea un enfoque regionalizado de acuerdo a las 

realidades socioeconómicas de cada región; Es así como el artículo 33 de la referida norma reza:  

 

ARTÍCULO 33. PROMOCIÓN DEL ACCESO DE LAS MIPYMES AL MERCADO DE COMPRAS 

PÚBLICAS. Modifíquese el artículo 12 de la Ley 590 de 2000, el cual quedará así: 

"ARTÍCULO 12. Promoción del acceso de las MIPYMES al mercado de Compras Públicas. 

Con el fin de promover el acceso de las MIPYMES al mercado de Compras Públicas, las 

Entidades Estatales indistintamente de su régimen de contratación, los patrimonios 

autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos 

públicos: 

 

1. Deberán en el Análisis de Sector identificar las MIPYMES que podrían ser 

potenciales proveedoras directas o indirectas, con el fin de definir reglas que 

promuevan y faciliten su participación en el Proceso de Contratación. 

 

2. Desarrollarán programas de aplicación de la normativa del Sistema de Compra 

pública, en especial, la relacionada con las disposiciones que promueven la 

participación de las MIPYMES en las compras públicas, los incentivos y el Secop. 

 

3. Promoverán e incrementarán, conforme a su respectivo presupuesto, la 

participación de micro, pequeñas y medianas empresas como proveedoras de 

los bienes y servicios que aquellas demanden. 

 

4. Establecerán, en observancia de lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley, 

procedimientos administrativos que faciliten a micro, pequeñas y medianas 

empresas, el cumplimento de los requisitos y trámites relativos a pedidos, 

recepción de bienes o servicios, condiciones de pago y acceso a la información, 

por medios idóneos, sobre sus programas de inversión y de gasto. 

 

5. Preferirán en condiciones de igual precio, calidad y capacidad de suministros y 

servicio a las MIPYMES nacionales. 

 

6. Promoverán la división del Proceso de Contratación en lotes o segmentos que 

faciliten la participación de las MIPYMES en el Proceso de Contratación. 

 

7. La Agencia Nacional de Contratación Pública -Colombia Compra Eficiente y el 

Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, crearán un sistema de indicadores 

con el fin de evaluar anualmente la efectividad de la inclusión de las MIPYMES al 

mercado de compras públicas. A partir de esta evaluación, el Gobierno 

Nacional promoverá las mejoras que faciliten el acceso de éstas al mercado 

estatal a través de la implementación de ajustes normativos, nuevas 

herramientas, incentivos e instrumentos financieros. 

 

8. En los dos primeros meses de cada año las entidades estatales definidas en este 

artículo deberán remitir información a la Agencia Nacional de Contratación 

Pública -Colombia Compra Eficiente-, sobre el cumplimiento y resultados de la 

adopción de las medidas establecidas en la presente disposición durante el año 

inmediatamente anterior, lo cual servirá como insumo para la evaluación anual 

de qué trata el presente numeral. 

 

PARÁGRAFO. El incumplimiento de los deberes de que trata el presente artículo 

por parte de los servidores públicos constituirá causal de mala conducta." 

 

Así mismo, el articulo 2.2.1.2.4.2.3., del Decreto 1860 de 2021, establece: “Limitaciones 

territoriales. De conformidad con el parágrafo 1 del artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, las 

Entidades Estatales, independientemente de su régimen de contratación, los patrimonios 

autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, 

pueden realizar convocatorias limitadas a MiPymes colombianas que tengan domicilio en los 

departamentos o municipios en donde se va a ejecutar el contrato. Cada MiPymes deberá 

acreditar su domicilio con los documentos a los que se refiere el siguiente artículo”. 

 

Teniendo en cuenta el análisis de la situación de MiPymes expuesto precedentemente, 

encontramos viable la limitación territorial a MiPymes de la presente convocatoria, dado que tal 

como se expuso precedentemente, la presencia de las mismas en el Departamento de Bolívar es 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=12672#12
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=12672#590
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=12672#12
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=12672#11
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=25678#12.p1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=25678#12


 
 
 
 
 
 
del 30.18%, ello sumado al hecho a que, se propendería por el crecimiento, y participación de 

dichas empresas en el mercado de compra pública ya que la mayor concentración del gasto 

contratado se concentra en las grandes empresas, ubicando a las MiPymes en desventaja en 

relación a las grandes empresas.  

 

Así las cosas, atendiendo las anteriores consideraciones fácticas y jurídicas, en el proceso de 

contratación de la referencia se aplicará la limitación territorial de MiPymes del Departamento de 

Bolívar, a la luz de lo consignado en el artículo 2.2.1.2.4.2.3., del Decreto 1860 de 2021.   

 

Por otra parte, se incorporarán en la invitación publica, factores habilitantes diferenciales en 

materia de experiencia, a efectos de incentivar la participación de MiPymes en el proceso de 

selección contractual de la referencia.  

 

4.2. ANÁLISIS DE LA OFERTA DE EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

Y LA APLICACIÓN DE MEDIDAS DENTRO DEL SISTEMA DE PREFERENCIAS.  

En el marco del presente documento de Análisis del sector, se considera fundamental incorporar la 

noción de transversalidad en las acciones dirigidas a las Personas en condición de Discapacidad. 

Este enfoque permite comprender su ciclo de vida y los diversos entornos en los que se desarrollan, 

lo cual resulta clave para abordar de manera integral su inclusión laboral. En consecuencia, se 

presenta a continuación una gráfica que ilustra dicha perspectiva, seguida del análisis normativo y 

los resultados disponibles en cifras. 

Este abordaje evidencia que la efectividad de la presente propuesta normativa —centrada en el 

ámbito laboral y, de forma específica, en la contratación pública— depende en gran medida del 

funcionamiento articulado de los demás entornos de desarrollo de las PcD. Tal como se expondrá 

en el presente acápite, estos factores condicionan las posibilidades reales de participación laboral 

y, por ende, la eficacia de las medidas afirmativas que se proponen: 

 

 

Fuente: ANCP-CCE, 2024. 

La gráfica propuesta representa lo que, en el marco de esta investigación, se ha denominado la 

“ruta de la inclusión”, entendida como el conjunto de etapas que una PcD debe transitar para 

lograr el reconocimiento de su condición y el acceso efectivo a los distintos ámbitos de desarrollo: 

salud, educación, empleo y contratación pública. Esta ruta permite visualizar de forma secuencial e 

interrelacionada los factores institucionales, normativos y sociales que inciden en la inclusión plena 

de esta población. 

Ante ese panorama, las estadísticas oficiales constituyen un insumo público esencial para el diseño, 

implementación y evaluación de políticas públicas, así como para el adecuado funcionamiento de 

la sociedad colombiana. Por tal motivo, se hace necesario contar con cifras y datos estadísticos 

actualizados sobre la situación de las PcD en el país. Estos insumos resultan fundamentales para 

caracterizar el estado actual de esta población, identificar las principales brechas que requieren 

atención prioritaria y sustentar, con base en evidencia, las medidas afirmativas que se proponen en 

el marco normativo. La misma Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad (CDPD) establece en el artículo 31 la exigencia de que los Estados Parte recopilen 

datos estadísticos y de investigación, de manera que sirvan de insumo para formular e implementar 

las políticas públicas dirigidas a la atención de sus necesidades. 

Por ende, en primer lugar, se presentan las cifras generales de la población de PcD con base en la 

información pública producida por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística – DANE; 

Es importante señalar que, desde el año 2010, la función de medición de esta población fue 

transferida al Ministerio de Salud y Protección Social. No obstante, el DANE ha continuado 

desarrollando esfuerzos para recolectar y difundir información estadística relacionada con la 



 
 
 
 
 
 
discapacidad, reconociendo su valor estratégico para el fortalecimiento de la gestión pública en 

los niveles nacional y territorial.  

Según lo analizado, de acuerdo con el CNPV 2018, el 4,3% de la población de 5 años y más en 

Colombia (1,76 millones de personas) se auto percibieron con niveles de severidad 1 o 2 en alguna 

de las actividades básicas diarias, lo cual, según lo descrito anteriormente por el GW, se considera 

como discapacidad. Sin embargo, la ENUT, GEIH y la ECV, se identifican entre 2,07 y 3,1 millones de 

personas con discapacidad, lo que representa entre el 4,5% y el 6% de la población. La diferencia 

entre estimaciones del CNPV y las encuestas puede deberse a varios aspectos, como que el CNPV 

incluía una pregunta filtro que pudo haber excluido un grupo poblacional que respondía las demás 

preguntas o que las preguntas fueron formuladas al jefe del hogar y no al informante directo. 

Sobre los datos que reflejan la situación de las PcD, lo presentado a continuación corresponde a los 

obtenidos en la Encuesta Nacional de Calidad de Vida (2020) siendo la herramienta utilizada por el 

DANE con mayores elementos de medición de la discapacidad en Colombia: 

Población con discapacidad por zona geográfica y género 

 

Fuente: Nota Estadística. Estado actual de la medición de la discapacidad en Colombia basada en 

la ECV de 2020. 

 

Como se observó atrás, la ECV 2020 estima en 2,65 millones de personas, la cantidad de PcD que 

representan el 5,6% de las personas de 5 años y más. De ellas el 54,6% son mujeres y el 45,4% son 

hombres. Dependiendo de la zona geográfica, prevalece la discapacidad en mujeres y hombres 

de manera diferente. En las Cabeceras las mujeres representan el 56,7% del total de PcD, y en los 

Centros poblados y rural disperso los hombres superan la representación con el 53,2%. 

 

Población con discapacidad por departamentos de Colombia 

 

 

Fuente: Nota Estadística. Estado actual de la medición de la discapacidad en Colombia basada en 

la ECV de 2020 



 
 
 
 
 
 
 

Los departamentos que registraron mayor número de PcD son: Quindío, Norte de Santander, Nariño 

y Huila, que constituyen el 8,5% de la población total. En Quindío, Norte de Santander y Nariño la 

mayoría de PcD son mujeres con el 10,9%, 10,4% y 9,6%, respectivamente. En Huila la mayoría son 

hombres con un 8,5%. 

Población con discapacidad en edad laboral (15 a 59 años) 

 

 

Fuente: Elaboración propia con información de la Nota Estadística. Estado actual de la medición de 

la discapacidad en Colombia basada en la ECV de 2020. 

 

Frente a las personas con discapacidad por rangos de edad, se identificó que el grupo poblacional 

que se encuentra entre los grupos etarios de 15 años a 59 años, representaron el 49% de la 

población total de discapacidad en el país (1´303.000 en una población de 46´858.000 total 

nacional), por cuanto es el grupo poblacional que eventualmente representaría en mayor 

proporción a quienes impactarían las medidas adoptadas por el proyecto normativo, constituyendo 

la fuerza laboral más representativa, sin que se descarten casos en los que PcD que superen el 

rango de los 59 años también puedan llegar a cumplir con las condiciones para el acceso al 

mercado de compras y contratación pública.  

Nivel educativo de la población con discapacidad 

 

 

Fuente: Elaboración propia con información de la Nota Estadística. Estado actual de la medición de 

la discapacidad en Colombia basada en la ECV de 2020. 

Frente a la inclusión educativa de las PcD, se puede concluir que del 100% de la población con 

discapacidad, el 32,8% accede al nivel educativo de Media, Superior o Postgrado, que constituyen 

en total 867.000 PcD, lo cual supondría que, para este grupo poblacional, resultaría más factible la 

vinculación laboral por cuenta de las habilidades y capacidades intelectuales exigidas por el 

mercado. En todo caso la mayoría de población con discapacidad está en el nivel educativo 

básica primaria.  

 

Por otro lado, es importante destacar que las mujeres acceden en mayor proporción porcentual 

(34,6%) a los niveles educativos de Media, Superior o Postgrado, en comparación a los hombres 

(30,7%). 

 

En total, el acceso a los niveles de educación, desde preescolar hasta postgrado para las PcD se 

comporta así: Los hombres: 81,8% que equivale a 984.000 personas. Las mujeres: 85,6% que equivale 

a 1,233.000 personas, conservándose así la diferencia en favor de las mujeres en el acceso a la 

educación en sus diferentes niveles. 

 

 



 
 
 
 
 
 

Inclusión laboral de las personas con discapacidad 

 

Fuente: Nota Estadística. Estado actual de la medición de la discapacidad en Colombia basada en 

la ECV de 2020. 

 

En relación con la inclusión laboral de las PcD, en una población de PcD de 1.303.000 de 46.858.000 

(Censo 2020), el 31,2% de los hombres en situación de discapacidad trabajó la semana pasada, 

frente al 16,9% de las mujeres, es decir una brecha de 14,3 puntos porcentuales. Estas cifras en 

relación con las personas sin discapacidad, refleja que estos son incluidos en una proporción del 

doble frente a las PcD. Lo mismo ocurre con las personas en búsqueda de empleo, esto es, las 

personas sin discapacidad buscando empleo son el doble de las PcD; y sobre la diferencia entre 

hombres (4,3%) y mujeres (2,0%) es de 2,3 puntos porcentuales, es decir, los hombres se encuentran 

más desempleados que las mujeres, a pesar de que los hombres tienen mayor inclusión laboral que 

las mujeres. 

 

Por otra parte, en cuanto a la información obrante en los Boletines técnicos encontramos que de 

acuerdo con la información suministrada por la GEIH marco 2018, para el 2021 existen 1,9 millones 

de personas con discapacidad en edad de trabajar. Esta cifra representa el 5,1% de la población 

en edad de trabajar; es decir, personas con 15 años o más. En ese orden, el 1,9% de la fuerza laboral 

de Colombia son personas con discapacidad. Ahora bien, de ese grupo de personas con 

discapacidad y con edad para trabajar, el 21,9% participó en la fuerza laboral entre abril y 

diciembre de 2021, en contraste con la participación del 63,3% de las personas sin discapacidad. 

Este dato refleja de manera concreta la brecha que existe entre las PcD y las personas sin 

discapacidad.  

 

Los resultados correspondientes al mercado laboral para la población con discapacidad, de 

acuerdo con la metodología de identificación y estimación de la Gran Encuesta Integrada de 

Hogares – GEIH rediseñada, ya tiene resultados a partir del 2022. En ese sentido, este se convierte en 

el instrumento más relevante para evaluar la inclusión laboral de las personas con discapacidad. La 

metodología tiene como objetivo general el de proveer información estadística relacionada con 

mercado laboral, ingresos y pobreza monetaria, así como de las características sociodemográficas 

de la población residente en Colombia, en 24 ciudades. De nuevo se resalta que la metodología 

acoge los lineamientos del Grupo de Washington sobre estadística de discapacidad, basados en 

una lista corta de actividades básicas diarias y cuatro niveles de severidad en la dificultad para 

realizarlas. Además, se identifican personas con discapacidad a quienes reportan los dos mayores 

niveles de dificultad (1 y 2), en al menos una de las actividades.  

 

De acuerdo al último Boletín técnico del 12 de junio de 2026, emitido por el DANE, que refleja los 

indicadores de mercado laboral de la población con y sin discapacidad durante el trimestre móvil 

febrero – abril 2026, la tasa global de participación (TGP) de la población con discapacidad fue de 

22,5%, en comparación con la TGP de la población sin discapacidad de 67,2%, lo que significa una 

diferencia negativa de 44,7 puntos porcentuales (p.p.) entre ambas poblaciones.  

 

En cuanto a la tasa de ocupación, se evidencia que hay una diferencia negativa de 41,4 p.p. entre 

la población con discapacidad y sin discapacidad, para la primera, esta tasa fue de 19,8% y para la 

segunda de 61,2%. Por otro lado, al observar la tasa de desocupación se evidencia que existe una 

diferencia de 3,0 p.p. dada por una tasa de 11,9% para la población con discapacidad y 8,9% para 

las personas sin discapacidad. 

 

 

 



 
 
 
 
 
 

 
 

En cuanto al comportamiento del mercado laboral de la población ocupada con y sin 

discapacidad, encontramos que la población ocupada con y sin discapacidad según ramas de 

actividad para el el trimestre móvil febrero – abril 2026, las ramas de actividad donde más se 

concentró la población ocupada con discapacidad fueron Comercio y reparación de vehículos 

(22,7%), seguida de Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca (17,4%). 

 

 
 

 

En cuanto a la Población ocupada con y sin discapacidad según posición ocupacional, se 

determina que el Trabajador por cuenta propia y Obrero, empleado particular fueron las posiciones 

ocupacionales que presentaron mayor participación de la población ocupada con discapacidad 

en el trimestre móvil febrero – abril 2026, con 58,8% y 26,3%, respectivamente 

 



 
 
 
 
 
 

 
 

Ahora bien, el fundamento del Sistema de Preferencias para Personas con Discapacidad (PcD) en la 

contratación pública es el principio de igualdad real y efectiva consagrado en el artículo 13 de la 

Constitución Política de 19911, que impone al Estado el deber positivo de adoptar acciones 

afirmativas en favor de grupos históricamente excluidos. La Corte Constitucional ha sostenido que 

tales medidas buscan contrarrestar los efectos de la discriminación y que el Estado puede 

establecer tratamientos diferenciales a favor de estos grupos en aras de lograr una igualdad real y 

efectiva. Los artículos 47 y 54 de la Carta Política refuerzan este mandato al ordenar políticas de 

integración social y ubicación laboral para las PcD. 

 

La Ley Estatutaria 1618 de 2013 representó un salto cualitativo en el marco jurídico de protección de 

las PcD, al definir a estas como "aquellas personas que tengan deficiencias físicas, mentales, 

intelectuales o sensoriales a mediano y largo plazo que, al interactuar con diversas barreras 

incluyendo las actitudinales, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en 

igualdad de condiciones con las demás"; Su artículo 13, en los numerales 1, 7 y 8, ordenó al 

Gobierno Nacional reglamentar: una puntuación adicional en licitación pública, concurso de 

méritos y contratación directa para empresas que vinculen PcD y para empresas de PcD; un sistema 

de preferencias para empleadores de PcD en la adjudicación; y un sistema de preferencias en 

favor de las propias PcD como contratista. Este último mandato fue especialmente significativo 

porque introdujo el concepto de "sistema de preferencias", que por definición no puede reducirse a 

una sola medida, sino que implica un conjunto estructurado de instrumentos que actúen en las 

distintas fases del proceso contractual. 

 

En cumplimiento parcial de los numerales 1 y 8 del artículo 13 de la Ley 1618 de 2013, se expidió el 

Decreto 392 de 2018. Sin embargo, como se reconoce en los considerandos del Decreto 0287 de 

2026, dicha regulación presentó omisiones estructurales que frustraron la finalidad de la ley 

estatutaria, pues solo contempló el 1% de puntaje para empleadores de PcD, sin incluir a las 

empresas de PcD, redujo el "sistema de preferencias" a un único criterio de desempate y no previó 

medidas en planeación, criterios habilitantes diferenciales, condiciones especiales de ejecución ni 

abordó la contratación directa como escenario de inclusión. En consecuencia, desde el punto de 

vista sustantivo, el Decreto 392 de 2018 reglamentó el numeral 1 de manera parcial y el numeral 7, 

dejando sin reglamentación material el numeral 8, que era precisamente el que ordenaba el 

sistema de preferencias en favor de las propias PcD como contratistas. 

 

En virtud de lo anterior, y en cumplimiento de lo ordenado por el Consejo de Estado en decisión de 

la Sección Quinta, del 12 de diciembre de 2024 (Rad. 05001-23-33-000-2024-00847-01), se expidió el 

Decreto 287 de 2026, el cual establece un Sistema Integral de Preferencias compuesto por cinco 

medidas afirmativas que actúan en todas las fases del proceso contractual, planeación, selección, 

adjudicación y ejecución, y que benefician a dos sujetos diferenciados: los emprendimientos y 

empresas de PcD y los empleadores de PcD. Mediante la expedición del mencionado decreto, en 

aplicación directa de la Constitución Política y para que exista una igualdad material para las 

personas con discapacidad, se pretendió subsanar la falta de acciones afirmativas del Decreto 392 

de 2018, en el que modificó los artículos 2.2.1.2.4.2.6, 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 

2015. 

 

Resulta pertinente indicar que, al verificarse las instrucciones impartidas por el Decreto 287 de 2026, 

en materia de la aplicación del sistema de preferencia en favor de las personas con discapacidad, 

las cuales entraron en vigencia desde el 20 de marzo de 2026, le son aplicables dentro del sistema 



 
 
 
 
 
 
de preferencia a los procesos tramitados bajo la modalidad de Mínima Cuantía, la medida 

denominada “Condiciones Especiales de Ejecución”, establecida en el artículo 2.2.1.2.4.2.7.5. del 

Decreto 1082 de 2015, modificado por el Decreto 0287 de 2026.  

 

Así las cosas, y con el fin de dar cumplimiento a lo consignado por el artículo 2.2.1.2.4.2.7.5. del 

Decreto 1082 de 2015, modificado por el Decreto 0287 de 2026, se incorporará como obligación del 

contratista priorizar la contratación de bienes, obras, o servicios dentro de la cadena de provisión, 

con personas naturales con discapacidad y/o emprendimientos y empresas de personas con 

discapacidad, conforme a los criterios definidos en el artículo 2.2.1.2.4.2.6. del Decreto 0287 de 2026; 

Para tal efecto, el contratista deberá presentar la documentación correspondiente con cada 

solicitud de pago, o justificar con los respectivos soportes la existencia de fuerza mayor o caso 

fortuito que impida su cumplimiento. El incumplimiento injustificado podrá constituir causal de 

incumplimiento contractual, de conformidad con la normatividad aplicable. 

 

5. ESTUDIO DEL MERCADO. 

 

Para efectos de determinar el análisis de la oferta, se tuvo en cuenta los valores establecidos 

para el precio de combustibles líquidos de venta al público de la Gasolina Motor Corriente, la 

Gasolina Motor Corriente Oxigenada, el ACPM-Diésel y la mezcla de ACPM-Diésel y biodiésel que 

rigen en el territorio nacional a partir del dos (2) de octubre de 2026., establecidos por la 

comisión de regulación de energía y gas – CREG. Ver anexo. (No encontré este Anexo) 

 

El valor del contrato a celebrar, estimado con base en el presupuesto que antecede (No 

encontré este presupuesto) incluye el IVA, así como todos los costos directos e 

indirectos en los que debe incurrir el contratista con ocasión de la celebración y ejecución del 

respectivo contrato. El valor del contrato será amparado presupuestalmente con el certificado 

de Disponibilidad Presupuestal número 2026102001 del 20 de octubre de 2026, expedido por el 

área de Presupuesto municipal. En todo caso, el pago del valor del contrato estará sujeto a las 

disponibilidades de recursos económicos por parte del MUNICIPIO. 

 

6. TIPIFICACIÓN, ESTIMACIÓN Y ASIGNACIÓN DE RIESGOS PREVISIBLES.  

 

Entiéndase por riesgo en materia contractual la probabilidad de ocurrencia de eventos aleatorios 

que afecten el desarrollo del contrato, generando una variación sobre el resultado esperado, tanto 

en relación con los costos como con las actividades a desarrollar en su ejecución. 

 

Los oferentes deben conocer y analizar los documentos que integran el presente proceso 

contractual, con el fin de obtener la información suficiente sobre las variables propias del suministro 

de gasolina, tales como las condiciones locales de entrega, vías de acceso, transporte, 

almacenamiento, personal, seguridad, distancias, capacidad logística, disponibilidad del 

combustible y demás dificultades que puedan presentarse durante la ejecución. 

 

El Municipio no aceptará reclamaciones posteriores relacionadas con el desconocimiento de 

dichas condiciones, por cuanto se entenderá que todos los proponentes, para efectos de presentar 

su oferta, conocen plenamente el lugar de entrega, sus características, accesos, entorno 

socioeconómico, condiciones climatológicas, geológicas y geotécnicas, y que incorporaron dicho 

conocimiento en la elaboración de su propuesta económica y técnica. 

 

CONPES 3714 DE 2011 

 

Como medida para el fortalecimiento de los procesos de planeación precontractual; dar claridad 

en las reglas de participación de los oferentes en los procesos contractuales; contribuir a la 

reducción de controversias judiciales y extrajudiciales en contra del Estado; y lograr que las partes 

del Contrato Estatal puedan hacer las previsiones necesarias para la mitigación de los riesgos 

efectivamente asumidos, el artículo 4° de la Ley 1150 de 2007 incluyó la obligación de incorporar en 

los pliegos de condiciones la “estimación, tipificación y asignación de los riesgos previsibles 

involucrados en la contratación estatal”. 

 

Con lo anterior, se busca la determinación de responsabilidades en cabeza de cada una de las 

partes frente a la posible ocurrencia de riesgos propios de la ejecución del objeto contractual y el 

establecimiento de condiciones y reglas claras en materia de riesgos previsibles que, al incluirse 

dentro de los derechos y obligaciones surgidos al momento de contratar, excluyan dichas 

circunstancias –si ocurren– de la posibilidad de alegar desequilibrios económicos de los contratos, 

reduciendo las consecuencias económicas y litigiosas frecuentes en los mismos. 

A manera de conclusión, la norma contenida en la Ley 1150 de 2007 contiene tres aspectos de 

especial trascendencia para el manejo de los riesgos previsibles: la necesidad de que las entidades 

hagan un adecuado ejercicio de planeación y establecimiento de los riesgos previsibles; que el 

ejercicio realizado por la entidad sea debidamente compartido, valorado y complementado por los 

particulares en virtud del deber de colaboración con la administración pública que se materializa 

en el aporte de su experiencia, conocimientos y especialidad para la realización de los fines del 

Estado; y, que una vez hecha una estimación anticipada de las contingencias que puedan 



 
 
 
 
 
 
producirse en su ejecución, sean asignadas contractualmente y se entiendan incorporadas dentro 

de la ecuación contractual. 

 

El Documento CONPES 3714 de 2011 clasifica los Riesgos de acuerdo con los siguientes tipos: 

 

❖ Riesgos Económicos: son los derivados del comportamiento del mercado, tales como la 

fluctuación de los precios de los insumos, desabastecimiento y especulación de los mismos, 

entre otros. 

 

❖ Riesgos Sociales o Políticos: son los derivados de los cambios de las políticas gubernamentales 

y de cambios en las condiciones sociales que tengan impacto en la ejecución del contrato. 

 

❖ Riesgos Operacionales: son los asociados a la operatividad del contrato, tales como la 

suficiencia del presupuesto oficial, del plazo o los derivados de procesos, procedimientos, 

parámetros, sistemas de información y tecnológicos, equipos humanos o técnicos 

inadecuados o insuficientes. 

❖ Riesgos Financieros: es (i) el riesgo de consecución de financiación o riesgo de liquidez para 

obtener recursos para cumplir con el objeto del contrato, y (ii) el riesgo de las condiciones 

financieras establecidas para la obtención de los recursos, tales como plazos, tasas, 

garantías, contragarantías, refinanciaciones entre otros. 

 

❖ Riesgos Regulatorios: derivados de cambios regulatorios o reglamentarios que afecten la 

ecuación económica del contrato. 

 

❖ Riesgos de la Naturaleza: son los eventos naturales previsibles en los cuales no hay 

intervención humana que puedan tener impacto en la ejecución del contrato, por ejemplo, 

los temblores, inundaciones, lluvias, sequias, entre otros. 

 

❖ Riesgos Ambientales: son los derivados de las obligaciones legales o reglamentarias de 

carácter ambiental, así como de las licencias, planes de manejo o de permisos y 

autorizaciones ambientales, incluyendo tasas retributivas y compensatorias, obligaciones de 

mitigación, tareas de monitoreo y control, entre otras. 

 

❖ Riesgos Tecnológicos: son los derivados de fallas en los sistemas de comunicación de voz y de 

datos, suspensión de servicios públicos, nuevos desarrollos tecnológicos o estándares que 

deben ser tenidos en cuenta para la ejecución del contrato, obsolescencia tecnológica. 

 

Luego de determinar, los riesgos presentes en la contratación, se debe realizar el análisis de la 

probabilidad de la ocurrencia, la cual será medida de acuerdo a la siguiente tabla: 

 

La probabilidad de la ocurrencia será medida de acuerdo a la siguiente tabla: 

 
BAJA La probabilidad de ocurrencia del riesgo es baja, cuando en pocos contratos con objetos 

similares, el resultado es la ocurrencia del riesgo o cuando de la naturaleza del riesgo se 

pueda prever que ocurra remotamente 

MEDIA 

BAJA 

La probabilidad de ocurrencia de riesgo es media baja, si es atípica la ocurrencia del riesgo; 

o cuando de la naturaleza del riesgo se pueda prever que es su ocurrencia es inusual 

MEDIA 

ALTA 

La probabilidad de ocurrencia del riesgo es media alta; si es típica la ocurrencia en la 

ejecución de contratos similares; o, cuando de la naturaleza del riesgo se pueda prever que 

ocurra 

ALTA La probabilidad de ocurrencia del riesgo es alta, cuando en la generalidad de los contratos 

que se ejecutaron con objetos similares; el resultado es la ocurrencia del riesgo o cuando la 

naturaleza del riesgo pueda prever su 

inminencia 

 

La severidad del riesgo será medida de acuerdo a la siguiente tabla: 

 
 DESCRIPCIÓN DE LA CLASIFICACIÓN DEL RIESGO POR LA SEVERIDAD O IMPACTO 

BAJA Dificulta la ejecución del contrato de manera leve, de forma que aplicando medidas 

mínimas se puede lograr el objetivo contractual. Los sobrecostos no representan 

más del cinco (5%) del valor del 

contrato. 



 
 
 
 
 
 

MEDIA BAJA Afecta la ejecución del contrato de manera moderada, pero sin afectar 

considerablemente el equilibrio económico. Generando un impacto sobre el valor 

del contrato entre el cinco %5 y el 

quince (15%) 

MEDIA ALTA Obstruye la ejecución del contrato sustancialmente, pero, aun así, permite la 

consecución del objeto contractual, con un incremento del valor del contrato entre 

el quince (15%) y el treinta (30%) 

ALTA Perturba la ejecución del contrato de manera grave, generando un impacto sobre el 

valor del contrato en más del treinta (30%), imposibilitando la consecución del objeto 

contractual. 

 

MATRIZ DE RIESGOS PREVISIBLES 
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  OPERACIONAL 

  

Dificultades de acceso, 

estado de vías, 

condiciones climáticas 

o geográficas del 

municipio que afecten 

la entrega 

   

 

 

 

X 

40% 

 

 

 

 

   

 

X 

15% 

  

 

 

X 100% 

 

Entrega de gasolina que 

no cumpla con las 

especificaciones 

técnicas, calidad u 

octanaje requeridos 

    

 

 

X 

20% 

 

 

 

 

 

 

 

 

X  

30% 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

X 100% 

 

Retraso en las entregas, 

incumplimiento de 

cantidades o entrega en 

lugares diferentes a los 

pactados 

   

 

X 

40 % 

    

 

X  

15% 

  

 

 

X 100% 

 

Error del Municipio en la 

definición de cantidades, 

especificaciones técnicas 

o lugares de entrega 

    

 

X 20% 

   

 

X 15% 

 

   

 

 

X 100% 

 

 

  AMBIENTAL 

Pérdida, deterioro, hurto 

o derrame de 

combustible antes de la 

entrega y recepción 

conforme 

          

 

 

 

DE LA 

NATURALEZA 

Eventos naturales 

extraordinarios que 

impidan o dificulten el 

transporte y la entrega 

del combustible 

    

 

 

X 20% 

   

 

 

 

  X 15% 

 

 

 

 

 

 

 

 

X 

100% 

 

 

 

 

 

 

 

SOCIALES 

O 

POLÍTICOS 

Cambio normativo, 

tributario o regulatorio 

que afecte el precio, 

impuestos o condiciones 

de distribución de 

combustibles 

    

 

 

 

 

X 40% 

 

 

 

 

 

  

   

 

 

 

 

 

 

 

X 30% 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

X 100% 



 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

RIESGOS 

ECONÓMICOS 

Variación del precio de la 

gasolina por 

comportamiento del 

mercado, precio 

internacional del petróleo 

o tasa de cambio 

 

 

 

 

 

X 

70% 

   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

X 30% 

 

    

 

 

 

 

 

 

 

 

X 

100% 

Desabastecimiento 

nacional, regional o local 

de gasolina que impida o 

retrase el suministro 

   

 

 

X 

40% 

   

 

 

X 30% 

 

     

 

X 

100% 

Incremento de costos de 

transporte, fletes, peajes, 

combustible o logística de 

entrega 

  

 

X 

40% 

   

 

X 

15% 

     

 

X100% 

 

 

RIESGO 

FINANCIERO 

Falta de disponibilidad 

presupuestal o pago 

tardío por parte del 

Municipio 

    

 

 

X 

   

 

 

X 

15% 

  

 

 

X 100% 

 

 

Se podrán tener en cuenta los siguientes tipos de respuesta frente al riesgo: 

 

❖ Evitar el riesgo: La parte que asume el riesgo toma medidas que le permiten de una manera 

consistente y sistemática, eludir o eliminar el riesgo ya sea eliminando la fuente del riesgo o 

eludiendo la participación en contratos en los que se expone al riesgo. 

 

❖ Prevenirlo: Consiste en tomar medidas conducentes a reducir la probabilidad de ocurrencia 

del riesgo. Por ejemplo, en una obra que presente inestabilidad en el terreno, se podrían 

incluir obras de estabilización y manejo de aguas, previo a la iniciación de la obra principal 

en dicho terreno. 

 

❖ Transferirlo o Compartirlo: se transfiere a la parte que mejor puede manejarlo (i.e. al menor 

costo). 

 

❖ Retenerlo: Asumir el riesgo en el momento que se presente, comúnmente en los casos en los 

cuales el valor del riesgo es menor al costo de gestionarlo. También, se puede aceptar el 

riesgo cuando la probabilidad de una perdida es tan baja que se acerca a cero (0). Todos 

los riesgos que no son evitados o transferidos son retenidos como regla general. 

 

❖ Mitigarlo: Consiste en tomar medidas conducentes a amortiguar el impacto ante la 

ocurrencia del riesgo. Una alternativa utilizada para reducir la exposición a los riesgos de 

tasa de interés, tasa de cambio o precios de los commodities, es utilizar derivados 

financieros. 

 

6.1. ANÁLISIS QUE SOPORTA LA EXIGENCIA DE GARANTÍAS 

 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 1150 de 2007, las garantías no serán 

obligatorias en los contratos cuyo valor sea inferior al 10% de la menor cuantía, quedando la 

entidad contratante en libertad de exigirlas o no, de conformidad con lo previsto en el artículo 

2.2.1.2.1.4.5 del Decreto 1082 de 2015. 

 

En el presente caso, atendiendo la naturaleza del objeto del contrato a celebrar y la forma de 

pago del valor del mismo la cual se establece contra ejecución del objeto contractual, no se 

exigirá al contratista la constitución de garantía. 

 

 

El presente documento se firma en el Municipio de Arjona- Bolívar, a los veintisiete (27) días del mes 

octubre de dos mil veintiséis (2026).  

 

 

 

  

 

JULIETH BERENICE MARRUGO QUINTANA 

Secretaria General y de Gobierno 

 Municipio de Arjona, Bolívar 


